RADICACIÓN: 660013187002-2019-00045-01

ACCIONANTE: ÓSCAR LEONARDO HERRERA CORREA 

ACCIONADO: COOMEVA EPS 

DECISIÓN: CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA SALUD / DEFINICIÓN Y CARÁCTER FUNDAMENTAL / TRATAMIENTO INTEGRAL / ALCANCES Y REQUISITOS / PRESCRIPCIÓN MÉDICO TRATANTE.
El artículo 49 Superior ha establecido el derecho a la salud como un servicio público esencial, el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será este último el encargado de garantizarle su acceso a toda la población. Es por ello que la Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia, ha recalcado la autonomía de este derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana, tesis que fue reforzada por medio de la Ley 1751 de 2015, a través de la cual se regula el derecho fundamental a la salud. (…)
Sobre la protección del principio de integralidad en las decisiones de tutela, el Máximo Tribunal Constitucional ha precisado :

“Frente al principio de integralidad en materia de salud, la Corte Constitucional ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, es la relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, hace mención a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas. 

“Esta segunda perspectiva del principio de integralidad ha sido considerada de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante”.
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	Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Analista Jurídica Regional de la EPS COOMEVA, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 1º de agosto de 2019, mediante el cual resolvió conceder la protección de los derechos fundamentales reclamados por el señor ÓSCAR LEONARDO HERRERA CORREA. 
ANTECEDENTES:

Se tienen como relevantes los siguientes: 
· El señor Óscar Leonardo se encuentra afiliado a la EPS Coomeva. 
· El día 9 de julio del año que transcurre el accionante fue ingresado por urgencias a la Clínica Central de Armenia, pues presentó un fuerte dolor abdominal originado por cálculos en la vesícula; más adelante, con la práctica de una ecografía, los médicos encontraron que un cálculo se desplazó al colédoco, por lo que se hacía necesario que le realizaran una “CPRE”, para evitar una infección de la vía biliar. 
· Como quiera que en la ciudad de Armenia no había ninguna IPS que prestara servicios a la EPS Coomeva, por lo que tuvieron que trasladarlo a la Clínica Los Rosales, donde finalmente llevaron a cabo el procedimiento. 

· Con posterioridad, al accionante se le diagnosticó “COLANGITIA SINDROME DE MIRIZZI III”, por lo que sus médicos consideraron necesario trasladarlo de manera prioritaria a una institución de IV nivel, para que allí se le realizara una cirugía “HEPATO-BILIAR-. 
· A pesar de lo anterior, al momento de interponer la presente acción, el señor Óscar Leonardo no había logrado conseguir que se materializara su traslado para la realización del procedimiento que requería con tanta urgencia, lo cual le estaba ocasionando grandes dificultades, al punto que estaba siendo alimentado por vía intravenosa, pues el dolor abdominal se intensifica cuando ingiere alimentos sólidos. 
PRETENSIONES:

En vista de lo anterior, el accionante pidió que se tutelen sus derechos fundamentales a la seguridad social, salud y vida en condiciones dignas, ordenándole a la EPS Coomeva que de manera inmediata autorice su traslado a una institución de IV nivel, y que además le suministre el tratamiento integral que llegue a requerir con ocasión de las patologías que le fueron diagnosticadas. 
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
El Despacho de primer grado admitió la acción mediante auto del 19 de julio de 2019, y ordenó la notificación y traslado a la EPS Coomeva y a la Clínica Los Rosales; en ese mismo proveído decretó una medida provisional para que la EPS de marras adelantara las gestiones administrativas a su cargo, para materializar la orden impartida por el médico tratante consistente en practicar al accionante una cirugía hepático-biliar en una institución de IV nivel para lo cual le concedió el término de 1 día.
Más adelante fueron vinculados el Hospital Universitario Fundación valle de Lili y el Centro Médico Imbanaco.   
Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Juzgado de primer nivel decidió mediante sentencia del 1º de agosto de 2019, tutelar los derechos fundamentales a la salud, a la dignidad humana y a la seguridad social del accionante, por lo que le ordenó a la EPS Coomeva que en un plazo máximo de 6 días hábiles, verificaran, si aún no lo habían hecho, que se le practicara al señor Óscar Leonardo la cirugía hepato-biliar ordenada por el médico tratante, y además, suministraran un tratamiento integral respecto de las patologías relacionadas en este trámite constitucional.    
IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la decisión de instancia, la apoderada de la EPS Coomeva presentó dentro del término oportuno un escrito mediante el cual la impugnó. 
Según se desprende de la alzada, la inconformidad de la recurrente radica principalmente en la decisión del A Quo de conceder la protección integral de los servicios en salud en favor del señor Óscar Leonardo Herrera Correa, pues resaltó que en el caso puesto en conocimiento de la judicatura, no ha quedado en evidencia una negación sistemática de la obligación que como EPS tiene para con su afiliado, y porque además, con ello se estarían abarcando circunstancias futuras, inciertas e indefinidas, dando por hecho que esa entidad negará intervenciones, medicamentos y procedimientos en el futuro. 

De cualquier modo, pidió que de no prosperar su petición, se delimiten en el fallo de segunda instancia las prestaciones otorgadas, es decir, qué servicios y tecnologías en salud abarca esa integralidad.  

CONSIDERACIONES: 

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si le asiste razón a la EPS recurrente en cuanto a que lo ordenado por el Juez de primer grado no se encuentra ajustado a derecho y a las normas que en materia de salud rigen, específicamente por el hecho de haber reconocido en favor del accionante un tratamiento integral.
3. Solución: 

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona está facultada para promover acción de tutela ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, para la protección inmediata de sus derechos fundamentales cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

El artículo 49 Superior ha establecido el derecho a la salud como un servicio público esencial, el cual puede ser prestado tanto por particulares como por el Estado, sin embargo, siempre será este último el encargado de garantizarle su acceso a toda la población. Es por ello que la Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia, ha recalcado la autonomía de este derecho y ha indicado que su protección asegura el principio constitucional de la dignidad humana, tesis que fue reforzada por medio de la Ley 1751 de 2015, a través de la cual se regula el derecho fundamental a la salud. 

Es pertinente recordar recordar que ha sido el Órgano de Cierre en materia Constitucional quien de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente, por ello es necesario imponer forzadamente esta atención para evitar que se presente aquella vulneración e impedir así una amenaza en sus derechos acorde con lo previsto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991. Así lo ha expuesto ese Tribunal:

“… una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse, no autoriza el transporte medicalizado necesario para acceder al tratamiento o aminorar sus padecimientos, todos los cuales hayan sido prescritos por el médico tratante. No importa si algunos de los servicios en salud son POS y otros no lo son, pues “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle”.
 (Negrillas y subrayas propias de la Sala). 

Sobre la protección del principio de integralidad en las decisiones de tutela, el Máximo Tribunal Constitucional ha precisado
:

“Frente al principio de integralidad en materia de salud, la Corte Constitucional ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, es la relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, hace mención a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas. 

Esta segunda perspectiva del principio de integralidad ha sido considerada de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante.

Dado lo anterior, es procedente el amparo por medio de la acción de tutela del tratamiento integral, pues con ello se garantiza la atención, en conjunto, de las prestaciones relacionadas con las patologías de los pacientes previamente determinadas por su médico tratante. 

Sin embargo, en aquellos casos en que no se evidencie de forma clara, mediante criterio, concepto o requerimiento médico, la necesidad que tiene el paciente de que le sean autorizadas las prestaciones que conforman la atención integral, y las cuales pretende hacer valer mediante la interposición de la acción de tutela; la protección de este derecho lleva a que el juez constitucional determine la orden en el evento de conceder el amparo, cuando se dan los siguientes presupuestos: 

“(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable”.

Con base en lo anterior, debe aclararse que en principio la integralidad debe ser garantizada por las empresas promotoras de salud en cabeza del Estado a todos sus afiliados, pues es su deber velar porque se brinde cada uno de los servicios en salud que requieran los mismos, tales como el suministro de medicamentos, exámenes de diagnóstico, el seguimiento de los tratamientos para las diferentes patologías, entre otros, es pues la garantía mínima que se debe preservar allí.  Por otra parte, en lo que tiene que ver con la segunda faceta, sucede cuando se encuentra la imperiosa necesidad de que el Juez de tutela intervenga para amparar el derecho fundamental a la salud, en los casos en que el titular del derecho fundamental se encuentra padeciendo una patología específica y determinada que conlleve a la ineludible protección integral en todo aquello que se requiera para sobrellevar esa enfermedad.  
De acuerdo con lo anterior, debe recordarse que en el caso que nos ocupa, el titular de los derechos fundamentales reclamados se encuentra padeciendo unas patologías específicas y determinadas: “COLELITIASIS, COLEDOCOLITIASIS DE ALTA PROBABILIDAD Y SÍNDROME MIRIZZI III” que se evidencian en su epicrisis y que fueron puestos en conocimiento a través de esta acción constitucional. 

En ese sentido, es indiscutible que ya hay unas enfermedades de base, específicas y determinadas, que probablemente requieran de un tratamiento indefinido y constante, y dentro de las cuales pueden haber insumos, procedimientos y medicamentos que se encuentren por fuera del POS, y por ende conlleva a la ineludible protección integral en todo aquello que se requiera para sobrellevar esa enfermedad, como el suministro de medicamentos, exámenes de diagnóstico, el seguimiento de los tratamientos para la enfermedad, ello como una garantía mínima que se debe preservar por parte de la EPS, la cual tiene el deber de gestionar los trámites pertinentes para que se le garantice la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes para su efectiva recuperación, especialmente en este caso, en que se ha tornado evidente la falta de diligencia de dicha entidad para con su afiliado, lo que evitará que en el futuro, deba recurrir nuevamente a la tutela para conseguir la atención oportuna de la EPS. 

De conformidad con lo dicho hasta ahora, es pertinente concluir que es inviable acceder a la revocatoria del fallo adoptado en primera instancia, y por el contrario se mantendrá incólume dicha sentencia, pues en lo que fue objeto de impugnación se encontró ajustado a los parámetros normativos del caso. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, con ocasión de la solicitud de amparo promovida por el señor ÓSCAR LEONARDO HERRERA CORREA en contra de la EPS COOMEVA, conforme a lo manifestado en la parte motiva de esta decisión.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-022 de 18 de enero de 2011, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-576/08
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